7
2

T.D.: 1530208
OPINIÓN Nº 051-2012/DTN

Entidad:
Servicio de Administración Tributaria de Lima - SAT
Asunto:
Posibilidad de reconocer el pago de prestaciones ejecutadas cuando el contrato es declarado nulo
Referencia:
Comunicación recibida el 3.FEB.2012
1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Gerente de Asuntos Legales del SAT consulta sobre la posibilidad de reconocer el pago de prestaciones ejecutadas cuando el contrato es declarado nulo.
Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, es necesario precisar que las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa de contrataciones del Estado, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, de conformidad con lo dispuesto por el literal i) del artículo 58 de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo Nº 1017 (en adelante, la “Ley”), y la Segunda Disposición Complementaria Final de su reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 184-2008-EF (en adelante, el “Reglamento”).

En ese sentido, las conclusiones de la presente opinión no se encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
2. CONSULTAS Y ANÁLISIS

Las consultas formuladas son las siguientes:

2.1 “Conforme al resultado del procedimiento sancionador ¿Corresponderá dejar sin efecto la nulidad de oficio del contrato en la medida en que ésta se sustentó en la transgresión del principio de veracidad?” (sic).
En el marco de la normativa de contrataciones del Estado, la potestad para declarar la nulidad de un contrato se encuentra regulada en el artículo 56 de la Ley.
El mencionado artículo reconoce que existen determinados supuestos en los que, pese a haberse celebrado el contrato e iniciado su ejecución, el Titular de la Entidad puede declarar la nulidad de oficio a efectos de salvaguarda la legalidad de la contratación y los fines que esta persigue; estos supuestos son los siguientes: (i) cuando el contrato ha sido celebrado en contravención del artículo 10 de la Ley; (ii) cuando el contrato ha sido celebrado pese a encontrarse en trámite un recurso de apelación; (iii) cuando se verifique la transgresión del Principio de Presunción de Veracidad; y (iv) cuando no se ha utilizado el proceso de selección correspondiente.
Ahora bien, la consecuencia de la declaración de nulidad es la invalidez de los actos celebrados con violación o defecto de los requisitos y/o formalidades impuestas por el ordenamiento jurídico, por lo que los actos nulos son considerados actos inexistentes y, como tales, incapaces de producir efectos.

De esta manera, la declaración de nulidad de un contrato implica la inexistencia del contrato y la consiguiente inexigibilidad de las obligaciones contenidas en éste.

No obstante, el artículo 56 de la Ley no regula los mecanismos para dejar sin efecto la nulidad de oficio de un contrato previamente declarada, pues este es un aspecto propiamente de las potestades que corresponden a la administración pública, que se encuentran reguladas en la normativa sobre esta materia, como la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General.
Por tanto, corresponde al Titular de la Entidad, en coordinación con su área de asesoría jurídica interna, determinar si resulta posible dejar sin efecto la nulidad de un contrato previamente declarada, teniendo en consideración para tal efecto las disposiciones de la normativa que regula las potestades y actuación de la administración pública.
2.2 “Si bien los contratos que presentó para acreditar experiencia no son falsos, fueron usados para acreditar experiencia pese a que los trabajos no fueron realizados de forma completa conforme se corroboró con posterioridad a la firma y ejecución del contrato. En este sentido, ¿resultará viable volver a declarar la nulidad de oficio del contrato invocando la causal a) del artículo 56 de la Ley de Contrataciones del Estado, toda vez que se el postor ganador no cumplió con acreditar su experiencia con los contratos presentados en su propuesta técnica y teniendo en consideración que lo reconoce en la medida que está solicitando el reemplazo de dichos contratos por otros?” (sic).
Como se ha señalado al absolver la consulta anterior, corresponde al Titular de la Entidad, en coordinación con su área de asesoría jurídica interna, determinar si resulta posible dejar sin efecto la nulidad de un contrato previamente declarada, teniendo en consideración para tal efecto las disposiciones de la normativa que regula las potestades y actuación de la administración pública.
Sin perjuicio de lo anterior, debe precisarse que la normativa de contrataciones del Estado ha establecido la forma en que debe acreditarse la experiencia de los postores para la contratación de bienes, servicios y obras
. En ese sentido, el puntaje correspondiente a la experiencia solo puede otorgarse a los postores que cumplan con acreditar este factor conforme a lo previsto en dicha normativa.
Asimismo, debe precisarse que el literal a) del artículo 56 de la Ley permite declarar la nulidad de oficio del contrato debido a la contravención del artículo 10 de la Ley, el que se encuentra referido a los impedimentos para ser participante, postor y/o contratista.
2.3 “¿Procede reconocer el pago de las prestaciones realizadas pese a que el contrato sería declarado nulo?”
De conformidad con lo señalado al absolver la consulta 2.1, la declaración de nulidad de un contrato implica la inexistencia del contrato y, por consiguiente, la inexigibilidad de las obligaciones que nacen de éste.

No obstante, aún cuando una Entidad haya declarado la nulidad de un contrato, si el proveedor ejecutó prestaciones a su favor, tendría el derecho de exigir que la Entidad le reconozca el precio de dichas prestaciones; ello teniendo en consideración lo dispuesto en el artículo 1954 del Código Civil
: “Aquel que se enriquece indebidamente a expensas de otro está obligado a indemnizarlo” (El subrayado es agregado).

Al respecto, el Tribunal de Contrataciones del Estado, mediante la Resolución Nº 176/2004.TC-SU, ha establecido lo siguiente: “(...) nos encontramos frente a una situación de hecho, en la que ha habido – aún sin contrato válido – un conjunto de prestaciones de una parte debidamente aceptadas - y utilizadas por la otra, hecho que no puede ser soslayado para efectos civiles. En este sentido, cabe señalar que, conforme al artículo 1954 del Código Civil, el ordenamiento jurídico nacional no ampara en modo alguno el enriquecimiento sin causa. En efecto, no habiéndose suscrito el contrato correspondiente, no ha existido fundamento legal ni causa justa para dicha atribución patrimonial que sustente el enriquecimiento indebido en el que ha incurrido la Entidad, circunstancias que deberá ser ventilada por las partes en la vía correspondiente.” (El resaltado es agregado).
De esta manera, la acción por enriquecimiento sin causa reconocida por el Código Civil constituye un “mecanismo de tutela para aquel que se ha visto perjudicado por el desplazamiento de todo o parte de su patrimonio en beneficio de otro. El primero, será el actor o sujeto tutelado y, el segundo, el demandado o sujeto responsable (…).”

Ahora bien, para que se configure un enriquecimiento sin causa y, por ende, pueda ejercitarse la respectiva acción, es necesario que se verifiquen las siguientes condiciones: “a) el enriquecimiento del sujeto demandado y el empobrecimiento del actor; b) la existencia de un nexo de conexión entre ambos eventos; y c) la falta de una causa que justifique el enriquecimiento.”

Así, para que en el marco de las contrataciones del Estado se verifique un enriquecimiento sin causa es necesario que: (i) la Entidad se haya enriquecido y el proveedor se haya empobrecido; (ii) que exista conexión entre el enriquecimiento de la Entidad y el empobrecimiento del proveedor, la cual estará dada por el desplazamiento de la prestación patrimonial del proveedor a la Entidad; y (iii) que no exista una causa jurídica para esta transferencia patrimonial, como puede ser la ausencia de contrato al haberse declarado su nulidad.

Por tanto, el proveedor que se encuentre en la situación descrita bien podría ejercer la acción por enriquecimiento sin causa ante la vía correspondiente a efectos de requerir el reconocimiento del precio de las prestaciones ejecutadas a favor de la Entidad, mediante una indemnización. Situación en la cual la autoridad que conozca y resuelva dicha acción probablemente reconocería que, en los hechos, la Entidad se habría beneficiado – enriquecido a expensas del proveedor- con las prestaciones ejecutadas, y, en aplicación de los principios generales que vedan el enriquecimiento sin causa, ordenaría a la Entidad no sólo reconocer el íntegro del precio de mercado de las prestaciones ejecutadas, y sus respectivos intereses, sino también las costas y costos derivados de la interposición de la acción.

Cabe precisar que el monto reconocido no podría ser considerado como pago en términos contractuales, en la medida que el pago es la consecuencia directa de una obligación válidamente contraída; ni tampoco en términos presupuestales, pues en materia presupuestal el pago constituye la etapa final de la ejecución de un gasto que ha sido válidamente devengado.

No obstante, ello no afecta que el reconocimiento de las prestaciones ejecutadas por el proveedor a la Entidad deba considerar el íntegro del precio de mercado de tal servicio, el cual incluye la utilidad del proveedor; es decir, que el monto a ser reconocido por la Entidad al proveedor sea aquel que de haberse observado las disposiciones de la normativa de contrataciones del Estado, habría tenido el carácter de contraprestación. Esto debido a que los proveedores colaboran con las Entidades para satisfacer sus necesidades de aprovisionamiento de bienes, servicios u obras, a cambio del pago de una retribución -contraprestación- equivalente al precio de mercado de la prestación, el cual incluye la utilidad.
En virtud de lo expuesto, corresponde a la Entidad decidir si reconocerá el precio de las prestaciones ejecutadas por el contratista de manera directa, o si esperará a que el proveedor perjudicado interponga la acción por enriquecimiento sin causa ante la vía correspondiente, siendo recomendable que para adoptar una decisión sobre el particular coordine con su asesoría jurídica interna, así como con su área de presupuesto.
3. CONCLUSIONES

Corresponde a la Entidad decidir si reconocerá el precio de las prestaciones ejecutadas por el contratista de manera directa, o si esperará a que el proveedor perjudicado interponga la acción por enriquecimiento sin causa ante la vía correspondiente, siendo recomendable que para adoptar una decisión sobre el particular coordine con su asesoría jurídica interna, así como con su área de presupuesto.
Jesús María, 27 de marzo de 2012
AUGUSTO EFFIO ORDÓÑEZ
Director Técnico Normativo
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� De acuerdo con CABANELLAS, la nulidad constituye tanto el estado de un acto que se considera no sucedido como el vicio que impide a ese acto la producción de sus efectos, y puede resultar de la falta de las condiciones necesarias y relativas, sea a las cualidades personales de las partes, sea a la esencia del acto, lo cual comprende sobre todo la existencia de la voluntad y la observancia de las formas prescritas para el acto. CABANELLAS, Guillermo. Diccionario enciclopédico de derecho usual, Buenos Aires: Editorial Heliasta S.R.L., 1981, pág. 587.





�Artículos 44 al 47 del Reglamento. 





� De aplicación supletoria en la ejecución de los contratos que se ejecutan bajo las disposiciones de la normativa de contrataciones del Estado, de conformidad con el artículo 142 del Reglamento. Para mayor información sobre este criterio puede revisarse la Opinión Nº 072-2011/DTN.





� PAREDES CARRANZA, Milagros. La inexistencia de contrato y la acción por enriquecimiento sin causa, JUS Doctrina & Práctica 7/2008, Lima: Editora Jurídica Grijley, Pag. 485.
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